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ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACIÓN No. 008
Fecha: 

7 de abril  de 2011
Hora: 
 

2:30 P.M. 

ASISTENTES:          Doctor ARMANDO RODRIGUEZ JARAMILLO




Presidente del Comité AD-HOC

            
Doctor   RAFAEL LOPEZ HOYOS  

                        
Secretario de Servicios Administrativos 
Doctor JUAN MANUEL VALENCIA ARIAS



Secretario de Infraestructura




Doctor GONZALO GARCIA RIVERA



Miembro AD-HOC
 


Doctora OLGA LUCIA ZULUAGA ALZATE 




Asesora oficina Control Interno 



Doctora YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

                        
Secretaria Técnica Comité de Conciliación
ORDEN DEL DIA

1- Verificación del Quórum

2- Temas a tratar: RECONOCIMIENTO, LIQUIDACION Y PAGO DE LA PRIMA DE SERVICIOS Y DE LA BONIFICACIÓN POR SERVICIOS DEL DOCTOR JULIO CESAR LOPEZ ESPINOSA GOBERNADOR, LUZ ADRIANA GOMEZ OCAMPO SECRETARIA JURIDICA Y DE LA DOCTORA MARIA VICTORIA GIRALDO LONDOÑO SECRETARIA DE HACIENDA, DE LOS PERIODOS A LOS CUALES CADA UNO ESTOS FUNCIONARIOS TIENEN DERECHO.
DESARROLLO DEL ORDEN DEL DÍA

1- Se verifica que existe Quórum para deliberar y decidir. Preside la Reunión el  Doctor  ARMANDO RODRIGUEZ JARAMILLO
Presidente del Comité AD-HOC 

2- Desarrollo tema a tratar: RECONOCIMIENTO, LIQUIDACION Y PAGO DE LA PRIMA DE SERVICIOS Y DE LA BONIFICACIÓN POR SERVICIOS DEL DOCTOR JULIO CESAR LOPEZ ESPINOSA GOBERNADOR, LUZ ADRIANA GOMEZ OCAMPO SECRETARIA JURIDICA Y DE LA DOCTORA MARIA VICTORIA GIRALDO LONDOÑO SECRETARIA DE HACIENDA, DE LOS PERIODOS A LOS CUALES CADA UNO ESTOS FUNCIONARIOS TIENEN DERECHO.
Así las coas se pasa a considerar: Que mediante el Acta del  Comité de Conciliación No.  004 de marzo 5 de 2011, los miembros del Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío deciden que es procedente reconocer y pagar a los funcionarios de esta entidad la Prima de Servicios y la Bonificación por Servicios Prestados, teniendo como fundamento lo siguiente: 
“La Carta Política de Colombia contempla en sus  Artículos 150 Numeral 5, 19 literales e) y f); que corresponde al Congreso hacer las leyes y por medio de ellas conferir atribuciones especiales a las Asambleas Departamentales, dictar las normas generales y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno para fijar el régimen  salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de  la Fuerza Pública; regular el régimen de prestaciones mínimas de los trabajadores oficiales; funciones estas que en lo pertinente a prestaciones sociales son indelegables en las Corporaciones públicas territoriales y estas no podrán arrogárselas. 

Los Numerales 1 a 4 del Artículo 287 Constitucional, contempla que las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley, en tal virtud tendrá derecho a gobernarse por autoridades propias,  a ejercer las competencias que le correspondan, a administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones y participar en las rentas nacionales. 

El Artículo 300 Numeral 7 de la Constitución Política de Colombia establece que corresponde a las Asambleas Departamentales, por medio de ordenanzas determinar la estructura de la Administración Departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas categorías de empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas industriales o comerciales del departamento y autorizar la formación de sociedades de economía mixta.

El Numeral 7  Artículo 305 de la  Constitución Política de Colombia prescribe  que corresponde al gobernador crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias, señalar sus funciones especiales y fijar sus emolumentos con sujeción a la ley y a las ordenanzas respectivas. Con cargo al tesoro departamental no podrá crear obligaciones que excedan al monto global fijado para el respectivo servicio en el presupuesto inicialmente aprobado.

La  Ley 4 de 1992, contempla  el Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su sector, denominación o régimen jurídico, y  que el régimen prestacional de los servidores públicos de las entidades territoriales será fijado por el Gobierno Nacional, con base en las normas, criterios y objetivos contenidos en la misma  Ley; en consecuencia el Gobierno señalará el límite máximo salarial de estos servidores guardando equivalencias con cargos similares en el orden nacional.

El Decreto 1919 de 2002 en su Artículo 1 estipula  que a partir de su vigencia todos los empleados públicos vinculados o que se vinculen a las entidades del nivel central y descentralizado de la Rama Ejecutiva de los niveles Departamental, Distrital y Municipal, a las Asambleas Departamentales, a los Concejos Distritales y Municipales, a las Contralorías territoriales, a las Personerías Distritales y Municipales, a las Veedurías, así como el personal administrativo de empleados públicos de las Juntas Administradoras Locales, de las Instituciones de Educación Superior, de las Instituciones de Educación Primaria, Secundaria y media vocacional, gozarán del régimen de prestaciones sociales señalado para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Poder Público del Orden Nacional. Las prestaciones sociales contempladas en dicho régimen serán liquidadas con base en los factores para ellas establecidas.

El Artículo 45 del Decreto 1042 de 1978 modificado por los decretos anuales  salariales estipula que la bonificación por servicios prestados, que a  partir de la expedición de este Decreto crease una bonificación por servicios prestados para los funcionarios a que se refiere el artículo 1º de este Decreto. Esta bonificación se reconocerá y pagará al empleado cada vez que cumpla un año continuo de labor en una misma entidad oficial. Sin embargo, cuando un funcionario pase de un organismo a otro de los enumerados en el artículo 1o., de este Decreto, el tiempo laborado en el primero se tendrá en cuenta para efectos del reconocimiento y pago de la bonificación, siempre que no haya solución de continuidad en el servicio. Se entenderá que no hay solución de continuidad si entre el retiro y la fecha de la nueva posesión no transcurrieren más de quince días hábiles. 
 Así mismo el Artículo 46  Ibídem modificado por los Decretos anuales salariales, dispone que la cuantía de la bonificación por servicios prestados será equivalente al veinticinco por ciento de la asignación básica que esté señalada por la ley para el cargo que ocupe el funcionario en la fecha en que se cause el derecho a percibirla, tal derecho se causará cada vez que el empleado cumpla un año de servicio. 
El Artículo 58 del Decreto 1042 de 1978 contempla que los funcionarios a quienes se aplica dicho Decreto tendrán derecho a una prima de servicio anual equivalente a quince días de remuneración que se pagará en los primeros quince días del mes de julio de cada año.  
Por su parte el Artículo 9° del Decreto 1374 de 2010, establece que la bonificación por servicios prestados a que tienen derecho los empleados públicos que trabajan en las entidades a que se refiere este Decreto será equivalente al cincuenta por ciento (50%) del valor conjunto de la asignación básica, los incrementos por antigüedad y los gastos de representación, que correspondan al funcionario en la fecha en que se cause el derecho a percibirla, siempre que no devengue una remuneración mensual por concepto de asignación básica y gastos de representación superior a un millón ciento cincuenta y seis mil veintitrés pesos ($1.156.023) moneda corriente. Para los demás empleados, la bonificación por servicios prestados será equivalente al treinta y cinco por ciento (35%) del valor conjunto de los tres factores de salario señalados en el inciso anterior. 
Ante la inseguridad jurídica presentada entre las normas  referidas en los considerandos que anteceden,  se radicó ante la Honorable Corte Constitucional demanda de inconstitucionalidad del Artículo Primero del Decreto Ley 1042 de 1978 en su expresión “DEL ORDEN NACIONAL”, en cuanto el Presidente de la República en ejercicio de las facultades extraordinarias proferidas por el legislativo  a través de la Ley 5ª de 1978 al proferir el mencionado Decreto Ley 1042 de 1978 en su artículo primero posiblemente está vulnerando el actual mandato constitucional estatuido en el artículo  13 de la Carta Política de Colombia – DERECHO A LA IGUALDAD -,  dictándose sentencia INHIBITORIA frente a esta demanda, el día 23 de febrero de 2011, con salvamento de voto del Honorable Magistrado LUIS ERNESTO VARGAS SILVA, por considerar que  la demanda  cumplía con las exigencias mínimas requeridas para permitir un estudio y decisión de fondo sobre la constitucionalidad de la norma demandada frente a la presunta vulneración del principio de igualdad aducida por el demandante. A su juicio, existían los elementos suficientes  que permitían a la Corte haber proferido un fallo de fondo.
Establece la Ley 1395 de 2010, en su artículo 114: “Las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de reconocer y pagar pensiones de jubilación, prestaciones sociales y salariales de sus trabajadores o afiliados, o comprometidas en daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, conscriptos, o en conflictos tributarios o aduaneros, para la solución de peticiones o expedición de actos administrativos, tendrán en cuenta los precedentes jurisprudenciales que en materia ordinaria o contenciosa administrativa, por los mismos hechos y pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más casos análogos”.

La norma pretranscrita aplica para las circunstancias en que se encuentran  los Empleados Públicos del Nivel Central de la Gobernación del Quindío, como quiera que a la fecha, existen fallos que superan los cinco requeridos por el Artículo 114, que constituyen precedente jurisprudencial, proferidos por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, relacionados con el reconocimiento y pago de la Prima de Servicios y de la Bonificación por Servicios Prestados; fundamentos constitucionales, legales y jurisprudenciales suficientes, para que el Ejecutivo Departamental del Quindío, proceda de conformidad. 

Constituyen precedente jurisprudencial de conformidad con el Artículo 114 de la Ley 1395 de 2010, en la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del Departamento del Quindío, los siguientes fallos:

1- Tribunal Administrativo del Quindío Sentencia de Primera Instancia de julio 16 de 2009, Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicación 63-001-2331-000-2004-00841-00, Accionante CONSUELO LÓPEZ OSORIO, Accionado Instituto Departamental de Transito del Quindío,    FALLO: Declara la nulidad parcial del acto administrativo de 7 de septiembre de 2004 proferido por el Director General del Instituto Departamental del Quindío, en cuanto niega a la señora  CONSUELO LÓPEZ OSORIO, el reconocimiento y pago de la bonificación por servicios prestados y el consecuente reajuste de las prestaciones sociales; inaplicar la expresión “DEL ORDEN NACIONAL”  contenida en el Artículo Primero del Decreto 1042 de 1978, 3535 de 2003 y 4150 de 2004, por vulneración al derecho fundamental a la igualdad; se condena al IDTQ a reconocer y pagar la Bonificación por Servicios Prestados causados  entre los años 2003 y 2004.
2- Tribunal Administrativo del Quindío Sentencia de Segunda Instancia de enero 21 de 2010, Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicación 63-001-2331-000-2004-00868-01, Accionante MARIA YANETH GAONA GONZALEZ, Accionado Instituto Departamental de Transito del Quindío,    FALLO: Declara la nulidad parcial del acto administrativo de 7 de septiembre de 2004 proferido por el Director General del Instituto Departamental del Quindío, en cuanto niega a la señora MARIA YANETH GAONA GONZALEZ, el reconocimiento y pago de la bonificación por servicios prestados por los años 2003 y 2004 y el consecuente reajuste de las prestaciones sociales; inaplicar la expresión “DEL ORDEN NACIONAL”  contenida en el Artículo Primero del Decreto 1042 de 1978, 3535 de 2003 y 4150 de 2004, por vulneración al derecho fundamental a la igualdad; se condena al IDTQ a reconocer y pagar la Bonificación por Servicios Prestados causados  entre los años 2003 y 2004.
3- Tribunal Administrativo del Quindío Sentencia de Segunda Instancia de noviembre 4 de 2010, Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicación 63-001-3331-003-2008-00705-01, Accionante MARCO AURELIO SEGURA MARTINEZ, Accionado Municipio de Armenia,    FALLO: La sala acoge la inaplicación de las Circulares Nos. 001 de 2002 y 013 y 014 de 2005 expedidas por el Departamento Administrativo de la Función Pública, así como la inaplicación de la expresión “DEL ORDEN NACIONAL” del Artículo Primero del Decreto 1042 de 1978, con el propósito de hacer extensiva la prestación requerida al actor, y por consiguiente confirmará la Sentencia apelada que reconoció al mismo el pago de la Prima de Servicios y Bonificación por Servicios Prestados desde el 12 de mayo de 2005 y hasta la fecha de ejecutoria que pone fin al proceso.   
4- Tribunal Administrativo del Quindío Sentencia de Segunda Instancia de marzo 25 de 2010, Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicación 63-001-2331-000-2006-00188-01, Accionante JORGE LINO TORRES CATAÑO, Accionado Universidad del Quindío,    FALLO: Acreditado que al actor no se le ha reconocido la Bonificación por Servicios Prestados de que trata el Decreto 1042 de 1978, tal como se desprende de los documentos que obran dentro del expediente, habrá de confirmarse la sentencia apelada que ordeno su reconocimiento, así como los consecuentes reajustes de las pretensiones sociales a las que haya lugar; inaplicar igualmente las Circulares del Departamento Administrativo de la Función Pública contrarias al Decreto  1919 de 2002, por tornarse en decisiones unilaterales vinculantes, es decir en auténticos actos administrativos, por lo cual se reitera la facultad que posee el juez por mandato constitucional, de inaplicar, en forma oficiosa,  actos o leyes que vulneren el bloque de legalidad, situación que claramente sucede en el sub - judice, en donde se hace necesario inaplicar las circulares referidas, por ser abiertamente contrarias a lo establecido en el Decreto 1919 de 2002. 
5- Juzgado Primero Administrativo del Quindío  Sentencia de Primera Instancia de 30 de julio de 2010, Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicación 63-001-3331-001-2008-00714-01, Accionante MARIA NODIER MUÑOZ VALENCIA, Accionado Departamento del Quindío Contraloría Departamental del Quindío,    FALLO: Inaplicar por inconstitucional la frase “DEL ORDEN NACIONAL” contenida en el Artículo Primero del decreto 1042 de 1978 y de los Decretos Nacionales que año a año dicta el Presidente de la República fijando los salarios de las entidades del Orden Nacional de la Rama Ejecutiva del Poder Público de los años a los que se le reconocerá a la accionante el pago de las acreencias laborales reclamadas; y por ilegales, las Circulares Nos. 001 de 2002 y 013 y 014 de 2005 expedidas por el Departamento Administrativo de la Función Pública por ser contrarias al decreto 1919 de 2002. Que la Contraloría General del Quindío debe reconocer, liquidar y pagar  a la demandante la Bonificación por Servicios Prestados, liquidación que tendrá efectos fiscales a partir del 20 de junio de 2005.  
6- Juzgado Primero Administrativo del Quindío  Sentencia de Primera Instancia de 5 de agosto de 2010, Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicación 63-001-3331-001-2008-00711-00, Accionante MARIA ELENA ALVAREZ SUAREZ, Accionado Departamento del Quindío Contraloría Departamental del Quindío,    FALLO: Inaplicar por inconstitucional la frase “DEL ORDEN NACIONAL” contenida en el Artículo Primero del Decreto 1042 de 1978 y de los Decretos Nacionales que año a año dicta el Presidente de la República fijando los salarios de las entidades del Orden Nacional de la Rama Ejecutiva del Poder Público de los años a los que se le reconocerá a la accionante el pago de las acreencias laborales reclamadas; y por ilegales, las Circulares Nos. 001 de 2002 y 013 y 014 de 2005 expedidas por el Departamento Administrativo de la Función Pública por ser contrarias al decreto 1919 de 2002. Que la Contraloría General del Quindío debe reconocer, liquidar y pagar  a la demandante la Bonificación por Servicios Prestados, liquidación que tendrá efectos fiscales a partir del 20 de junio de 2005.  
7- Juzgado Primero Administrativo del Quindío  Sentencia de Primera Instancia de 12 de enero de 2011, Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicación 63-001-3331-001-2008-00712-00, Accionante ISABEL CRISTINA ALVAREZ ARIAS, Accionado INDEQUI - Departamento del Quindío -,    FALLO: Inaplicar por inconstitucional la frase “DEL ORDEN NACIONAL” contenida en el Artículo Primero del Decreto 1042 de 1978 y de los Decretos Nacionales que año a año dicta el Presidente de la República fijando los salarios de las entidades del Orden Nacional de la Rama Ejecutiva del Poder Público de los años a los que se le reconocerá a la accionante el pago de las acreencias laborales reclamadas; y por ilegales, las Circulares Nos. 001 de 2002 y 013 y 014 de 2005 expedidas por el Departamento Administrativo de la Función Pública por ser contrarias al decreto 1919 de 2002. Que INDEQUI – Departamento del Quindío -, deberá reconocer liquidar y pagar  a la demandante la Bonificación por Servicios Prestados, liquidación que tendrá efectos fiscales a partir del 4 de junio de 2005, por los años que no se han reconocido y pagado.  
No obstante continuar vigente la expresión “DEL ORDEN NACIONAL” contenida en el Artículo Primero del Decreto 1042 de 1978, y con la  decisión inhibitoria de la Corte Constitucional, es válido fundamentar la decisión del Gobierno Departamental de  reconocer y pagar la Prima de Servicios y la Bonificación por Servicios Prestados a sus Empleados Públicos del Nivel Central, por reunir los requisitos consagrados en el Artículo  114 del la Ley 1395 de 2010. 
Los Artículos 2512 y 2535 del Código Civil Colombiano aluden a la  prescripción  que extingue las acciones y derechos ajenos que exige solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan ejercido dichas acciones;  tiempo que se cuenta desde que la obligación se haya hecho exigible. Por su parte el Artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo dispone que las acciones prescriben en tres años contados desde que la obligación se haya hecho exigible. 

Respecto de la Conciliación Judicial,  el artículo 43 de la Ley 640 de 2001,  modificado por el art. 70, Ley 1395 de 2010, preceptúa que  las partes de común acuerdo, podrán solicitar que se realice audiencia de conciliación en cualquier etapa de los procesos, con todo, el juez, de oficio, podrá citar a audiencia.

Por su parte  el Decreto 1716 de 2009 en su Artículo  2°, señala los asuntos susceptibles de Conciliación Extrajudicial en materia contencioso administrativa, y que podrán conciliar total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.

El Honorable Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo c mediante Sentencia de marzo 30 de 2000, en relación con la Conciliación en Materia Contencioso Administrativa, ha dicho: “Entratándose de materias administrativas contenciosas para las cuales la ley autoriza el uso de este mecanismo, dado el compromiso del patrimonio público que le es inherente, la ley establece exigencias especiales que debe tomar en cuenta el juez a la hora de decidir sobre su aprobación. Entre dichas exigencias, la ley 446 de 1998, en el último inciso del artículo 73, prescribe  que el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesarias” que permitan deducir una alta probabilidad de condena contra el estado- en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones pertinentes-, de modo tal  que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o violatorio de la ley. Sin que sea necesario. (…) A título de reflexión final, vale la pena advertir que la conciliación contencioso administrativa constituye, sin duda, un mecanismo valioso en la solución de los conflictos en los cuales se ve envuelto el Estado, no solo porque borra las huellas negativas del conflicto sino porque contribuye eficazmente a la descongestión de los despachos judiciales. Tal circunstancia, sin embargo, no debe hacer perder de vista de que, a través suyo, se comprometen recursos del erario público cuya disposición no se puede dejar a la voluntad libérrima de los funcionarios sino que requiere el cumplimiento de reglas y exigencias muy severas y precisas que impiden el uso de la conciliación para fines no previstos y no requeridos por la ley”.                       

El Comité de Conciliación en esta sesión extraordinaria celebrada hoy 5 de marzo de 2011 en el  Despacho del Gobernador del Quindío, aprobó y autorizó los siguientes puntos:

1- Reconocer y pagar por concepto de Prima de Servicios y la Bonificación por Servicios Prestados a cada uno de los Empleados Públicos del Nivel Central de la Gobernación del Quindío,  según lo adeudado desde el momento en que el Empleado haya interrumpido los términos de prescripción consagrados en el Artículo 2512 y 2535 del Código Civil Colombiano y el Artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo, y con fundamento en la normatividad constitucional y legal citada, y en el precedente jurisprudencial referido. 
2- Establecer como prerrequisito para hacer efectivo lo acordado en esta sesión y contenido en la presente acta, que se adelante la Conciliación Judicial o Prejudicial ante la instancia competente, por parte de cada uno de los Empleados Públicos del Nivel Central de la Gobernación del Quindío, con derecho al reconocimiento y pago  por concepto de Prima de Servicios y la Bonificación por Servicios Prestados, según corresponda.    
3- Ordenar a la Secretaria de Servicios  Administrativos (Dirección de Talento Humano) de la Gobernación del Quindío,  para que realice las liquidaciones a que tiene derecho cada uno de los Empleados Públicos del Nivel Central de la Gobernación del Quindío, respecto del reconocimiento y pago  por concepto de Prima de Servicios y la Bonificación por Servicios Prestados, desde el momento en que se interrumpió la prescripción del derecho a través del Agotamiento de la Vía Gubernativa, liquidaciones estas que hacen parte integral de la presenta Acta de Comité de Conciliación.

4- Ordenar a la Secretaria de Hacienda Departamental que realice los movimientos presupuestales en la presente vigencia fiscal, tendientes a la cancelación de lo adeudado por concepto de la Prima de Servicios y de la Bonificación por Servicios prestados a cada uno de los Empleados Públicos del Nivel Central de la Gobernación del Quindío, de conformidad con la liquidación realizada por parte de la Secretaria de Servicios Administrativos.

5- De igual manera las cantidades a cancelar por concepto de la Prima de Servicios y de la Bonificación por Servicios Prestados a cada funcionario que preste o haya prestados sus servicios al Nivel Central de la Gobernación del Quindío, serán reconocidas sin intereses y sin indexar suma alguna, de tal manera que el Departamento del Quindío se declara a paz y salvo por estos conceptos”.
En Acta de Comité de Conciliación No. 006 de 24 de marzo de 2011, los miembros del Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío aprueban las liquidaciones efectuadas por la Dirección de Talento Humano  respecto del reconocimiento y pago de la Prima de Servicios y de la Bonificación por Servicios Prestados a que tienen derecho los funcionarios adscritos al Nivel Central de la Gobernación del Quindío, declarándose impedidos para reconocer, aprobar y pagar  sus propias liquidaciones, el Gobernador Doctor Julio Cesar López Espinosa, quien es el Presidente de dicho Comité, así mismo la Secretaria Jurídica Doctora Luz Adriana Gómez Ocampo y la Secretaria de Hacienda Doctora María Victoria Giraldo Londoño, quienes son miembros del Comité de Conciliación con voz y con voto para decidir en esta sesión, lo anterior tuvo fundamento jurídico en lo contemplado en el artículo 40 de la Ley 734 de 2002 que dice: “Artículo  40. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo en su regulación, gestión, control o decisión, o lo tuviere su cónyuge, compañero o compañera permanente, o algunos de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o su socio o socios de hecho o de derecho. Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con un interés particular y directo del servidor público deberá declararse impedido”. Igualmente es soporte jurídico del impedimento lo estipulado en el Artículo 16 del Decreto 1716 de 2009,  que prescribe: “Comité de Conciliación. El Comité de Conciliación es una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad. Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar el patrimonio público. La decisión de conciliar tomada en los términos anteriores, por sí sola, no dará lugar a investigaciones disciplinarias, ni fiscales, ni al ejercicio de acciones de repetición contra los miembros del Comité. Parágrafo único. La decisión del Comité de Conciliación acerca de la viabilidad de conciliar no constituye ordenación de gasto”. 
Con fundamento en lo anterior el señor Gobernador del Departamento del Quindío profirió el Decreto No.000269 de abril 1 de 2011, en el cual designa tres miembros AD – HOC  del Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío para  reconocer, aprobar y pagar las sumas correspondientes a Prima de Servicios y Bonificación por Servicios Prestados a que tienen derecho el  Gobernador Doctor Julio Cesar López Espinosa, quien es el Presidente de dicho Comité, así mismo a la Secretaria Jurídica Doctora Luz Adriana Gómez Ocampo y a  la Secretaria de Hacienda y Finanzas Publicas Doctora María Victoria Giraldo Londoño, quienes son miembros del Comité de Conciliación con voz y con voto para decidir. Así las coas nombra entonces al Doctor ARMANDO RODRIGUEZ JARAMILLO Secretario de Planeación y Planificación, en reemplazo del Gobernador del Quindío doctor JULIO CESAR LOPEZ ESPINOSA, al doctor LUIS JANIL AVENDAÑO HERNANDEZ Secretario de Educación en reemplazo de la Doctora LUZ ADRIANA GOMEZ OCAMPO  Secretaria Jurídica, y al doctor GONZALO GARCIA RIVERA  Director Gestión Tributaria Departamental en reemplazo de la Doctora MARIA VICTORIA GIRALDO LONDOÑO Secretaria de Hacienda y Finanzas Publicas, como miembros AD – HOC del Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío,  para  reconocer, aprobar y pagar las sumas correspondientes a Prima de Servicios y Bonificación por Servicios Prestados a que tienen derecho.

Por lo anterior, en esta sesión se reúne el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío  con el fin de impartir aprobación al RECONOCIMIENTO, LIQUIDACION Y PAGO DE LA PRIMA DE SERVICIOS Y DE LA BONIFICACIÓN POR SERVICIOS DEL DOCTOR JULIO CESAR LOPEZ ESPINOSA GOBERNADOR, LUZ ADRIANA GOMEZ OCAMPO SECRETARIA JURIDICA Y DE LA DOCTORA MARIA VICTORIA GIRALDO LONDOÑO SECRETARIA DE HACIENDA, DE LOS PERIODOS A LOS CUALES CADA UNO ESTOS FUNCIONARIOS TIENEN DERECHO, así:

	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	SUELDO

2010
	SUELDO

2009
	SUELDO 

2008 

	7558178
	LOPEZ ESPINOSA JULIO CÉSAR
	7,450,723
	7,304,630
	6,784,083  

	25017064
	GIRALDO LONDOÑO MARÍA VICTORIA
	6,805,000
	6,671,196 
	6,196,118 

	41902264
	GOMEZ OCAMPO LUZ ADRIANA
	6,805,000
	6,671,196 
	


	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	B X SERV PRESTADOS 35% 2010
	REAJUSTE PRIMA VACACIONES 2010
	 PRIMA SERVICIOS 2010 
	 REAJUSTE P. NAVIDAD 2010 
	 REAJUSTE CESANTIAS 2010 
	REAJUSTE INTERES CESANTIAS 2010
	SUBTOTAL

 2010

	7558178
	LOPEZ ESPINOSA JULIO CÉSAR
	2,607,753
	545,869
	   3,942,674 
	    591,358 
	     640,638 
	-
	 8,328,292 

	25017064
	GIRALDO LONDOÑO MARÍA VICTORIA
	2,381,750
	498,561
	   3,600,979 
	    540,107 
	     585,116 
	-
	 7,606,514 

	41902264
	GOMEZ OCAMPO LUZ ADRIANA
	2,381,750
	498,561
	   3,600,979 
	    540,107 
	     585,116 
	 70,214 
	 7,676,728 


	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	B X SERV PRESTADOS 35% 2009
	REAJUSTE PRIMA VACACIONES 2009
	 PRIMA SERVICIOS 2009
	 REAJUSTE P. NAVIDAD 2009 
	 REAJUSTE CESANTIAS 2009 
	REAJUSTE INTERES CESANTIAS 2009
	SUBTOTAL

 2009

	7558178
	LOPEZ ESPINOSA JULIO CÉSAR
	 2,556,621 
	  535,166 
	 3,865,367 
	 579,763 
	     628,076 
	-
	  8,164,992 

	25017064
	GIRALDO LONDOÑO MARÍA VICTORIA
	 2,334,919 
	  488,758 
	 3,530,175 
	 529,488 
	     573,612 
	-
	  7,456,950 

	41902264
	GOMEZ OCAMPO LUZ ADRIANA
	 2,334,919 
	  488,758 
	 3,530,175 
	 529,488 
	     573,612 
	  68,833 
	  7,525,783 


	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	B X SERV PRESTADOS 35% 2008
	REAJUSTE PRIMA VACACIONES 2008
	 PRIMA SERVICIOS 2008
	 REAJUSTE P. NAVIDAD 2008 
	 REAJUSTE CESANTIAS 2008
	REAJUSTE INTERES CESANTIAS 2008
	SUBTOTAL

 2008
	GRAN

TOTAL

	7558178
	LOPEZ ESPINOSA JULIO CÉSAR
	  2,374,429 
	   339,204 
	   1,696,021 
	   367,471 
	     398,094 
	-
	 5,175,219 
	    21,668,503 

	25017064
	GIRALDO LONDOÑO MARÍA VICTORIA
	  2,168,641 
	   453,952 
	   3,278,779 
	   491,781 
	     532,763 
	-
	 6,925,916 
	    21,989,380 

	41902264
	GOMEZ OCAMPO LUZ ADRIANA
	               -   
	            -   
	                -   
	             -   
	              -   
	         -   
	              -   
	    15,202,511 


  3- No hubo proposiciones y varios. 

Se agota el orden  del día y se firma,

ARMANDO RODRIGUEZ JARAMILLO
Presidente del Comité  AD-HOC
YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

Secretaria Técnica Comité de Conciliación 

Reviso: Dra. Luz Adriana Gómez Ocampo 


Elaboro: Dra. Yudi Francés Ramírez Giraldo
